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22 de Julio de 2009 
 
Honorable Señor Stephen Harper 
Primer Ministro de Canadá 
Casa del Parlamento  
Ottawa, Ontario 
K1A 0A6, Canadá 
 
 
Estimado Primer Ministro Harper: 
 
Nos dirigimos a usted a nombre del Grupo de Políticas sobre las 
Américas (APG), una coalición del Consejo Canadiense para la 
Cooperación Internacional, para expresar nuestra profunda preocupación 
por la crisis cada vez más aguda en Honduras.  Instamos al gobierno 
canadiense a tomar medidas inmediatas y ejercer toda la presión a su 
alcance para asegurar la restauración del orden democrático, el respeto 
por los derechos humanos y el estado de derecho en Honduras.  
Específicamente, Canadá debe asumir una posición más firme, 
respaldada por acciones concretas, para demostrar su compromiso con la 
restauración del Presidente electo Manuel Zelaya para que cumpla con 
su mandato hasta enero de 2010.   
 
Las organizaciones integrantes del APG tienen enlaces de cooperación 
muy profundos con organizaciones de la sociedad civil hondureña que 
incluye grupos sindicales, grupos basados en la fe, grupos de mujeres, 
ONGs y organizaciones comunitarias.  Las organizaciones integrantes del 
APG y nuestras contrapartes en Honduras estamos profundamente 
preocupadas por la seguridad de los ciudadanos y ciudadanas 
hondureños que sufren persecución por defender el orden constitucional.  
 
Los blancos principales son los y las defensores/as de derechos humanos, 
periodistas, sindicalistas y las personas que apoyan al presidente elegido 
democráticamente, Manuel Zelaya. 
 
Como usted ya sabrá, la lista de violaciones documentadas de derechos 
humanos después del golpe de estado sigue aumentando. 
  
Dichas violaciones incluyen: la suspensión de los derechos 
constitucionales; la captura y detención arbitraria de más de 1,150 
personas, la emisión de ordenes de captura contra dirigentes sociales 
bajo cargos inventados; la censura de al menos 14 empresas mediáticas 
locales; violaciones al derecho a la vida e integridad física por las fuerzas 
de seguridad quienes abrieron fuego contra manifestantes, causando la 
muerte de al menos una persona e hiriendo a muchas más.  



Además, se ha documentado las ejecuciones extrajudiciales de individuos opuestos al golpe.  Señalamos como 
ejemplos,  los asesinatos de Roger Bados del Bloque Popular el pasado 11 de julio  en San Pedro Sula y del 
activista Ramón García de Unificación Democrática en el departamento de Santa Bárbara . 
 
En vista de este contexto, el APG se siente perturbado por las actividades de cabildeo de grupos empresariales 
que tratan de disuadir las sanciones internacionales y promover inversiones para dar liquidez al régimen de 
facto.  Dichas acciones no sólo son esfuerzos para sostener un régimen anti-democrático que es repudiado y 
aislado por todos los otros gobiernos del mundo, sino también debilitan el proceso de mediación que 
idóneamente ayudaría al país a avanzar en una manera democrática y pacífica.  Hemos recibido denuncias de 
que la empresa canadiense Goldcorp (Entremares) prestó apoyo financiero y logístico para que sus trabajadores 
participen en marchas en Honduras a favor del golpe.  De ser bien fundadas, sería un ejemplo claro de una 
empresa canadiense que trabaja de una manera contraria a la postura oficial de Canadá sobre Honduras.   
 
La crisis actual en Honduras representa un desafío importante al gobierno canadiense de cumplir con los valores 
expresados como fundamentos del re-involucramiento de Canadá con las Américas.  El respaldo de Canadá a la 
resolución de la OEA el pasado 4 de julio de 2009 -que resultó en la suspensión de Honduras de la OEA – fue un 
primer paso importante.  
 
Aunque reconocemos el respaldo de Canadá a los esfuerzos de mediación que coordina el Presidente 
Costarricense Oscar Arias, también queda claro que dicho proceso, sin el acompañamiento de otras medidas, no 
será suficiente.  No es suficiente que Canadá espere estas negociaciones diplomáticos sin aplicar presión sobre el 
gobierno interino ilegitimo en la forma de sanciones fuertes contra el régimen.  Hay que responsabilizar a los 
autores del golpe por su papel en hacer que Honduras retroceda a una época caracterizada por la violencia, la 
intimidación y el autoritarismo.  Por lo tanto, instamos al Gobierno de Canadá a: 
 
Revisar sus relaciones bilaterales con la República de Honduras, como contempla la sección cuatro de la 
resolución de la OEA del 4 de julio de 2009.  Reconociendo que el golpe abrió paso a graves rupturas de la paz, 
la seguridad y los derechos humanos y un incremento en las tensiones en toda la región, Canadá debe aplicar 
inmediatamente sanciones decisivas que sirvan para ejercer presión sobre las golpistas y cualquier otro gobierno 
que ellos instalen a través de procesos ilegítimos, a fin de que renuncien.  Instamos a Canadá a seguir los 
ejemplos del gobierno de los Estados Unidos, la Unión Europea, el Banco Mundial, el Banco Interamericano de 
Desarrollo y el Banco Centroamericano de Integración Económica entre otros, todos los cuales han congelado 
programas, transferencias, apoyos presupuestarios y nuevos préstamos a Honduras.  También solicitamos a 
usted que: 
 

• Imponga inmediatamente un embargo sobre todos los fondos y transferencias al programa de asistencia 
para la capacitación militar y suspenda cualquier otro apoyo destinado a las fuerzas de seguridad 
hondureñas, sean militares o policiales. 

 
Frente a la omnipresente cultura de impunidad que hizo posible el desarrollo del golpe, instamos a Canadá a: 
 

• Hacer un llamado al régimen de facto a detener las violaciones de derechos humanos y restaurar las 
garantías de derechos humanos para todos y todas los y las hondureños/as.  Específicamente, Canadá 
debe exigir que las autoridades del gobierno de facto inmediatamente pongan en libertad a cualquier 
oficial del gobierno o activista político que actualmente puedan estar detenidos y de dejar de efectuar 
más detenciones arbitrarias.  Asimismo, debe exigir al régimen de facto la garantía al derecho de 
expresión para permitir a los defensores del presidente elegido democráticamente, los defensores de 
derechos humanos y los periodistas a realizar sus actividades legitimas sin temor de represalias.   

 
 



• Apoyar la aplicación de las leyes internacionales y la justicia nacional contra los autores del golpe y 
requerir reparaciones para las acciones ilegales y las violaciones de derechos cometidos; 
 

• Tomar medidas urgentes para disuadir a inversionistas o líderes empresariales canadienses que podrían 
estar brindando apoyo al golpe y menoscabando los esfuerzos de la OEA para aumentar la presión sobre 
el régimen golpista.  

 
Le aseguramos que estaremos vigilando la situación en Honduras y estaremos atentos a  su respuesta.  
 
Atentamente, 
 
 
Gerry Barr                                                       Jim Hodgson                              Nadia Faucher                                      
Presidente-CEO                  Co-Presidente,              Co-Presidente,     
Consejo Canadiense para la    APG              APG 
Cooperación Internacional  
 
 

CC:  
Sr. Lawrence Cannon, Ministro de Relaciones Exteriores y Comercio Internacional 
Sr. Peter Kent, Ministro de Estado de Relaciones Exteriores (Américas)  
Alexandra Bugailiskis, Asistente Vice Ministro Latino América y El Caribe,  
Embajador Neil Reeder, Embajador Canadiense en Honduras  
Daniel Arsenault, Asesor y Jefe de Cooperación de la Embajada Canadiense en Honduras 
Alexandre Leveque, Director de DFAIT: Políticas para el Caribe, América Central y Regional,  
Michael Ignatieff, Líder del Partido Liberal de Canadá 
Gilles Duceppe, Líder de Bloc Québécois 
Jack Layton, Líder del Nuevo Partido Democrático 
Miembros del Grupo de Políticas sobre las Américas 
 
 


